Fuero Contencioso, Administrativo y Tributario; Cámara de Apelaciones; Sala II; DEFENSORIA CAYT Nº1 OFICIO Nº 586/07 c/ GCBA Y OTROS. 17-04-2008. Causa Nº 27405-0
///dad Autónoma de Buenos Aires, 17 de abril de 2008.- Y VISTOS: Los autos indicados en el epígrafe para conocer sobre el recurso de apelación interpuesto a fs. 26/28 contra la sentencia que obra a fs. 21/22 vta.; y CONSIDERANDO: 1. Que el señor juez de primera instancia declaró abstracta la presente acción respecto de lo solicitado en los puntos 1) y 2) del Oficio Nº 586/07 e hizo lugar a la acción de amparo promovida por la Defensoría Nº1 contra el Gobierno de la Ciudad, ordenando a la demandada que en el término de diez (10) días informe lo solicitado en el punto 3) del oficio mencionado (fs. 21/22 vta.). 2. Que la parte demandada interpuso y fundó su recurso de apelación (fs. 26/28). Planteó, en síntesis, los siguientes agravios: a) La sentencia es arbitraria pues el juzgador prescindió de las constancias arrimadas a la causa. Sostiene que la información brindada por el G.C.B.A. se ajustó a la letra del decreto 690/06 que es la normativa aplicable y a la que ajusta su proceder en materia de subsidios habitacionales. Agrega que el a quo realizó una interpretación dogmática respecto de las informaciones suministradas, pretendiendo que se informe más allá de lo que prevé la normativa legal vigente sobre la problemática en cuestión. b) El juez de primera instancia se apartó de lo preceptuado por la ley aplicable al imponer las costas al Gobierno de la Ciudad. En conclusión, entiende que se ha dado cumplimiento con la requisitoria judicial formulada por lo que solicita se declare abstracta la cuestión ventilada en autos. A fs. 33/35 la actora contestó el traslado conferido del recurso de apelación interpuesto. 3. Que con posterioridad al dictado de la sentencia apelada, la demandada acompañó a fs. 30/31 un informe suscripto por el Coordinador del Programa Familias en Situación de Calle por el que hizo saber con relación al punto 3 de lo solicitado, que “las personas que se presentan en las oficinas del [...] programa habiendo percibido la totalidad del beneficio, y teniendo en cuenta su imposibilidad de renovación, son asesoradas sobre recurso de hogar y paradores”. 4. Que el tribunal ya ha señalado que el principio constitucional que rige en la materia establece que la publicidad de los actos de gobierno y el acceso a la información en manos del estado constituyen la regla y un standard básico de transparencia institucional, por lo cual las limitaciones a tal precepto deben resultar legalmente expresas y ser analizadas con criterio restritivo. Tal estándar deriva, a nivel supranacional de, por ejemplo, el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en la órbita local, de diversas previsiones constitucionales que consagran la publicidad de todos los actos de gobierno (art. 1º CCABA), la obligación del Jefe de Gobierno de poner a disposición de la ciudadanía toda la información y documentación atinente a la gestión del gobierno de la Ciudad (art 105, inc. 1º CCABA), la de suministrar acceso público y gratuito a una base de datos que consigne todo acto de contenido patrimonial de monto relevante (art. 132 in fine CCABA), entre otras. Y que, lo expuesto impone interpretar el concepto de información definido por la ley 104 de un modo amplio y, en principio, sólo limitado por las excepciones previstas expresamente en el artículo 3º de dicha norma, que se orientan en el sentido de las restricciones que autoriza el artículo 19 del ya referido Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (autos “ACIJ c/GCBA s/AMPARO”, Expte. EXP 24.947, resueltos el 23 de octubre de 2007, entre otros). Por otra parte, el artículo 2 de la ley 104, dispone que “[e]l órgano requerido no tiene obligación de crear o producir información con la que no cuente al momento de efectuarse el pedido”. Tal precepto debe ser también interpretado en sentido armónico con las normas superiores, de modo de no constituir un obstáculo para el ejercicio del derecho ni una válvula que permita el incumplimiento de sus obligaciones por parte de la Administración. En este sentido, el tribunal ha resuelto que frente a la información no organizada, la administración no puede apelar a esta norma para eximirse de su obligación, sino que debe permitir al interesado compulsar directamente archivos o registros que carezcan de una sistematización (autos “Barcalá, Roberto Luis s/amparo”, resueltos el 26 de septiembre de 2002). Tampoco puede válidamente, negar el suministro de información con base al artículo 2 de la ley, si otra norma le impone la obligación de producir o conservar los datos en cuestión (autos “ACIJ c/GCBA s/AMPARO”, Expte. EXP 24.947, resueltos el 23 de octubre de 2007). 5. Que mediante el oficio 586/07 la Defensoría Nº1 CAYT realizó una presentación ante el por entonces Ministerio de Derechos Humanos y Sociales en los términos de las leyes 104 y 21, con el objeto que se le informe: a) si las personas que han recibido $ 4.500 del subsidio habitacional previsto en el decreto 690-GCBA-06 y nuevamente se encuentren en situación de emergencia habitacional pueden continuar recibiendo asistencia a través del Programa de Atención a Familias en Situación de Calle. b) en caso afirmativo, qué ayuda les otorgarán y cómo deben hacer para recibirla. c) en caso negativo, informe qué solución se le dará a ese tipo de situaciones. La sentencia de fs. 21/22 declaró abstracta la acción respecto de lo solicitado en los dos primeros puntos en virtud de lo informado a fs. 13/vta.y condenó a dar respuesta a lo solicitado en el tercer punto del oficio 586/07 en el término de diez días. 6. Que cabe reiterar en estos autos lo expuesto por el Tribunal en un caso similar (“Defensoría Nº 1 CAYT -Oficio 336/07 contra GCBA sobre Amparo [art. 14 CCABA]”, Expte: EXP 25424 / 0, resueltos el 4 de diciembre de 2007) respecto a que la pretensión de la actora contenida en el punto “c” del oficio referido no constituye en sentido estricto un pedido de información en los términos de la ley 104, sino que implica solicitar que la Ciudad adelante un criterio de actuación general frente a situaciones prima facie no previstas en la norma, y que hasta la fecha parecen haberse resuelto a través de excepciones puntuales o derivaciones a otros programas conforme las peculiares características de cada caso. Así, no existiría en el ámbito administrativo documentación, actuación o -en suma- información alguna que pueda dar cuenta de lo requerido en los términos de la ley de Acceso a la Información. Ello, sin que pueda interpretarse como un menoscabo de la facultad de requerir informes a los organismos administrativos que le acuerda el artículo 20 de la ley 1903, como un canal procedimental diverso del aquí escogido. Sin perjuicio de lo expuesto, y toda vez que a fs. 30 ha dado respuesta a lo solicitado en el punto “c” del oficio 586/07, corresponde declarar abstracto lo ordenado en el punto 2 del decisorio de la sentencia apelada. 7. Que la demandada alega la improcedencia de la imposición de costas a su cargo. Al respecto, cabe recordar que el Tribunal ya ha señalado que en los casos en que el patrocinio letrado de la actora corresponde al Defensor ante los Juzgados de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario, cuya actuación es gratuita, y no existan otros gastos casuídicos, no se observa cuál es el modo en que lo resuelto en la instancia de grado genera un perjuicio concreto a la demandada (esta Sala en autos “Zalazar, Miguel Cayetano contra GCBA sobre Amparo por mora administrativa”, Expte. EXP 6127/0, resueltos el 8 de abril de 2003, entre otros). Es que, la admisibilidad del recurso de apelación no sólo requiere la presencia de una disidencia con lo resuelto en el decisorio en crisis, sino una situación cierta y concreta que afecte al apelante. Fundamentos del Dr. Esteban Centanaro: 1. Que el señor juez de primera instancia declaró abstracta la presente acción respecto de lo solicitado en los puntos 1) y 2) del Oficio Nº 586/07 e hizo lugar a la acción de amparo promovida por la Defensoría Nº1 contra el Gobierno de la Ciudad, ordenando a la demandada que en el término de diez (10) días informe lo solicitado en el punto 3) del oficio mencionado (fs. 21/22 vta.). 2. Que la parte demandada interpuso y fundó su recurso de apelación (fs. 26/28). Planteó, en síntesis, los siguientes agravios: a) La sentencia es arbitraria pues el juzgador prescindió de las constancias arrimadas a la causa. Sostiene que la información brindada por el G.C.B.A. se ajustó a la letra del decreto 690/06 que es la normativa aplicable y a la que ajusta su proceder en materia de subsidios habitacionales. Agrega que el a quo realizó una interpretación dogmática respecto de las informaciones suministradas, pretendiendo que se informe más allá de lo que prevé la normativa legal vigente sobre la problemática en cuestión. b) El juez de primera instancia se apartó de lo preceptuado por la ley aplicable al imponer las costas al Gobierno de la Ciudad. En conclusión, entiende que se ha dado cumplimiento con la requisitoria judicial formulada por lo que solicita se declare abstracta la cuestión ventilada en autos. A fs. 33/35 la actora contestó el traslado conferido del recurso de apelación interpuesto. 3. Que con posterioridad al dictado de la sentencia apelada, la demandada acompañó a fs. 30/31 un informe suscripto por el Coordinador del Programa Familias en Situación de Calle por el que hizo saber con relación al punto 3 de lo solicitado, que “las personas que se presentan en las oficinas del [...] programa habiendo percibido la totalidad del beneficio, y teniendo en cuenta su imposibilidad de renovación, son asesoradas sobre recurso de hogar y paradores”. 4. Que el tribunal ya ha señalado que el principio constitucional que rige en la materia establece que la publicidad de los actos de gobierno y el acceso a la información en manos del estado constituyen la regla y un standard básico de transparencia institucional, por lo cual las limitaciones a tal precepto deben resultar legalmente expresas y ser analizadas con criterio restritivo. Tal estándar deriva, a nivel supranacional de, por ejemplo, el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en la órbita local, de diversas previsiones constitucionales que consagran la publicidad de todos los actos de gobierno (art. 1º CCABA), la obligación del Jefe de Gobierno de poner a disposición de la ciudadanía toda la información y documentación atinente a la gestión del gobierno de la Ciudad (art 105, inc. 1º CCABA), la de suministrar acceso público y gratuito a una base de datos que consigne todo acto de contenido patrimonial de monto relevante (art. 132 in fine CCABA), entre otras. Y que, lo expuesto impone interpretar el concepto de información definido por la ley 104 de un modo amplio y, en principio, sólo limitado por las excepciones previstas expresamente en el artículo 3º de dicha norma, que se orientan en el sentido de las restricciones que autoriza el artículo 19 del ya referido Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (autos “ACIJ c/GCBA s/AMPARO”, Expte. EXP 24.947, resueltos el 23 de octubre de 2007, entre otros). Por otra parte, el artículo 2 de la ley 104, dispone que “[e]l órgano requerido no tiene obligación de crear o producir información con la que no cuente al momento de efectuarse el pedido”. Tal precepto debe ser también interpretado en sentido armónico con las normas superiores, de modo de no constituir un obstáculo para el ejercicio del derecho ni una válvula que permita el incumplimiento de sus obligaciones por parte de la Administración. En este sentido, el tribunal ha resuelto que frente a la información no organizada, la administración no puede apelar a esta norma para eximirse de su obligación, sino que debe permitir al interesado compulsar directamente archivos o registros que carezcan de una sistematización (autos “Barcalá, Roberto Luis s/amparo”, resueltos el 26 de septiembre de 2002). Tampoco puede válidamente, negar el suministro de información con base al artículo 2 de la ley, si otra norma le impone la obligación de producir o conservar los datos en cuestión (autos “ACIJ c/GCBA s/AMPARO”, Expte. EXP 24.947, resueltos el 23 de octubre de 2007). 5. Que mediante el oficio 586/07 la Defensoría Nº1 CAYT realizó una presentación ante el por entonces Ministerio de Derechos Humanos y Sociales en los términos de las leyes 104 y 21, con el objeto que se le informe: a) si las personas que han recibido $ 4.500 del subsidio habitacional previsto en el decreto 690-GCBA-06 y nuevamente se encuentren en situación de emergencia habitacional pueden continuar recibiendo asistencia a través del Programa de Atención a Familias en Situación de Calle. b) en caso afirmativo, qué ayuda les otorgarán y cómo deben hacer para recibirla. c) en caso negativo, informe qué solución se le dará a ese tipo de situaciones. La sentencia de fs. 21/22 declaró abstracta la acción respecto de lo solicitado en los dos primeros puntos en virtud de lo informado a fs. 13/vta.y condenó a dar respuesta a lo solicitado en el tercer punto del oficio 586/07 en el término de diez días. 6. Que cabe destacar que toda vez que la demandada ha dado respuesta a fs. 30 a lo solicitado en el punto “c” del oficio 586/07, corresponde declarar abstracto lo ordenado en el punto 2 del decisorio de la sentencia apelada. 7. Que el Gobierno de la Ciudad alega la improcedencia de la imposición de costas a su cargo. Al respecto, cabe recordar que el Tribunal ya ha señalado que en los casos en que el patrocinio letrado de la actora corresponde al Defensor ante los Juzgados de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario, cuya actuación es gratuita, y no existan otros gastos casuídicos, no se observa cuál es el modo en que lo resuelto en la instancia de grado genera un perjuicio concreto a la demandada (esta Sala en autos “Zalazar, Miguel Cayetano contra GCBA sobre Amparo por mora administrativa”, Expte. EXP 6127/0, resueltos el 8 de abril de 2003, entre otros). Es que, la admisibilidad del recurso de apelación no sólo requiere la presencia de una disidencia con lo resuelto en el decisorio en crisis, sino una situación cierta y concreta que afecte al apelante. Esteban Centanaro Juez de Cámara Por las consideraciones expuestas, el Tribunal RESUELVE: 1. Declarar abstracto lo ordenado en el punto 2 del resolutorio de la sentencia de fs. 21/22. 2. Rechazar el recurso de apelación deducido respecto de la imposición de costas efectuada en la instancia anterior. 3. Imponer respecto de esta instancia las costas en el orden causado (art. 63 CCAyT). Regístrese, notifíquese a las partes y, oportunamente, devuélvase. Eduardo Ángel Russo N. Mabel Daniele Juez de Cámara Jueza de Cámara Esteban Centanaro Juez de Cámara (por sus fundamentos)
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